
ANT.: Procedimiento sancionatorio N° 
F-077-2023 

 
MAT.: EN LO PRINCIPAL: Solicita hacerse 
parte; PRIMER OTROSÍ: Observa 
Programa de Cumplimiento, 
solicitando su rechazo; SEGUNDO 
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SUPERINTENDENCIA DEL MEDIO AMBIENTE 

OFICINA DE LA REGIÓN DE AYSÉN DEL GENERAL CARLOS IBÁÑEZ DEL CAMPO 

PRESENTE 

 

 

ERWIN JONATHAN SANDOVAL GALLARDO, Cédula Nacional de Identidad número 16.684.435-5, actuando en 

representación de CORPORACIÓN PRIVADA PARA EL DESARROLLO DE AISÉN (CODESA), Rol Único Tributario 

número 71.943.000-7, domiciliados para estos efectos en Avenida Baquedano número 452 interior, 

comuna y ciudad de Coyhaique, Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo; a esta 

Superintendencia del Medio Ambiente respetuosamente digo: 

 

Que, por medio del presente acto, vengo en solicitar a esta Superintendencia se sirva tener a 

Corporación Privada para el Desarrollo de Aysén (CODESA), como parte en el presente procedimiento 

Sancionatorio, expediente F-077-2023, seguido en contra de Sociedad Minera Pacífico del Sur SpA por 

el proyecto Tranque de Relaves Doña Rosa. Ello, en atención de las consideraciones de hecho y de 

derecho que a continuación se exponen. 

 

1. LA CALIDAD DE INTERESADOS QUE NOS ASISTE Y QUE JUSTIFICA NUESTRA SOLICITUD DE SER TENIDOS COMO 

PARTES EN ESTE PROCEDIMIENTO SANCIONATORIO 

 

Atendida la finalidad de esta presentación, sin duda que debemos detenernos en el Interés Legítimo 

que sustenta nuestra solicitud de ser considerados como parte del presente procedimiento 

sancionatorio dirigido en contra de Sociedad Minera Pacífico del Sur SpA.. 

 

Al efecto, ciertamente cabe partir recordando que, según prescribe el artículo 21 de la Ley número 

19.880, tienen la calidad de interesados en el procedimiento administrativo:  



“1. Quienes lo promuevan como titulares de derechos o intereses individuales o colectivos.  

2. Los que, sin haber iniciado el procedimiento, tengan derechos que puedan resultar afectados 

por la decisión que en el mismo se adopte.  

3. Aquéllos cuyos intereses, individuales o colectivos, puedan resultar afectados por la 

resolución y se apersonen en el procedimiento en tanto no haya recaído resolución definitiva.” 

 

Teniendo presente lo anterior, cabe señalar que, en nuestra calidad de habitantes de la región de Aysén, 

como se puede apreciar en la individualización de este solicitante, y considerando, según se 

desarrollará, el especial interés y vínculo que tenemos con el área de influencia del proyecto objeto del 

presente procedimiento sancionatorio; nos asiste la calidad de Interesados de conformidad con lo 

prescrito por los numerales 2. y 3. del artículo 21 de la Ley número 19.880: En tanto titulares de, a lo 

menos, el Derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación – susceptible de ser afectado 

– y poseer un legítimo interés en la protección ambiental del lugar en que desarrollamos nuestra vida.  

 

En primer lugar, no obstante que la presente solicitud se efectúa a nombre de una persona jurídica, no 

podemos perder de vista que nuestra organización está integrada por personas naturales que somos 

titulares del Derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación, expresamente reconocido 

por el artículo 19 número 8 de la Constitución Política de la República. Derecho respecto del cual, en 

tanto organización con una inherente preocupación por la protección y defensa del patrimonio 

ambiental y los Derechos Ambientales, no puede sino reconocerse un legítimo interés de resguardo de 

los Derechos de nuestros asociados. 

 

“Artículo 19.- La Constitución asegura a todas las personas: […] 8º.- El derecho a vivir en un 

medio ambiente libre de contaminación. Es deber del Estado velar para que este derecho no sea 

afectado y tutelar la preservación de la naturaleza. / La ley podrá establecer restricciones 

específicas al ejercicio de determinados derechos o libertades para proteger el medio 

ambiente…”. 

 

La vulneración o amenaza a dicho Derecho, ciertamente colma los requisitos necesarios y suficientes 

para entender satisfecho el artículo 21 número 2. de la Ley número 19.880. Así, de acuerdo igualmente 

a lo que se desarrollará más adelante, en la especie puede sostenerse que se ve vulnerado el respectivo 

derecho constitucional, en tanto el medio ambiente del área de influencia del Tranque de Relaves Doña 

Rosa ha sido gravemente afectado producto de las infracciones cometidas por su titular, 



particularmente, incumpliendo las condiciones, normas y medidas establecidas en la resolución de 

calificación ambiental precisamente en resguardo y desarrollo de la referida garantía constitucional. 

 

Asimismo, no puede perderse de vista para lo que venimos argumentando, que las infracciones 

cometidas por Sociedad Minera Pacífico del Sur SpA. y los efectos negativos sobre el medio ambiente 

derivados de ellas, se han materializado en un área de influencia severamente afectada por los 

impactos ambientales del yacimiento minero El Toqui; cuyos impactos acumulativos no hacen sino 

acrecentar la lesión y amenaza a la garantía constitucional del artículo 19 número 8 de la Constitución 

Política de la República. 

 

Al efecto, cabe recordar que por resolución número 787 del 29 de junio de 2018 dictada en 

procedimiento ROL F-057-2015, se sancionó a la titular del proyecto Tranque de Relaves Confluencia 

(parte de la operación histórica del yacimiento minero El Toqui), constatándose la significativa 

contaminación con metales pesados en suelo, agua, animales y habitantes de su área de influencia. 

Dicha sanción, como ciertamente conoce esta Superintendencia del Medio Ambiente, fue acompañada 

con la obligación de ingresar el proyecto “Crecimiento Tranque de Relaves Confluencia” al Sistema de 

Evaluación de Impacto Ambiental con el objeto de estudiar y disponer medidas de mitigación, 

reparación o compensación ambiental. Sin embargo, a la fecha, dicha obligación no ha sido cumplida 

por la titular del referido yacimiento; sumándose hoy un nuevo impacto significativo sobre dicha área 

de influencia, con ocasión de las infracciones constatadas en el presente procedimiento sancionatorio. 

 

Siendo así, ciertamente que no puede sino estimarse que en la especie existe una evidente e 

inaceptable afectación al Derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación que nos asiste 

y que, por cierto, les asiste a todos quienes habitan en las cercanías inmediatas a la zona de desarrollo 

del proyecto en cuestión. 

 

Ahora bien, en cuanto a la titularidad del Derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación, 

cabe tener presente que tanto la doctrina como la Jurisprudencia de nuestros Tribunales de Justicia, 

han sido claros y contestes en considerar una Titularidad amplia de dicho Derecho; entendiendo que a 

su respecto existe un interés colectivo o difuso, el cual, por ende, pertenece a todos los miembros de 

la colectividad. Así: 

 

“Hay que entender que los bienes ambientales pueden ser concebidos como intereses o bienes 

colectivos o difusos, aun cuando su soporte material esté constituido por cosas de dominio del 



Estado o algún particular. El ambiente, "técnicamente está configurado como un bien de 

carácter colectivo, desde el punto de vista de la titularidad de su disfrute, independiente de la 

titularidad de los bienes [quizás, aquí el concepto de cosa sea más preciso que el de bien] que 

lo conforman". Pensemos en las aguas y los bosques en Chile. Las primeras están en el 

patrimonio del Estado y los segundos (por regla general) en el patrimonio de los particulares 

que hayan adquirido su dominio. Sin perjuicio de ello, presentan una utilidad que trasciende la 

utilidad estatal o particular, para ir en el goce y beneficio de todos, del interés colectivo.”1 

 

En el mismo sentido, nuestra Corte Suprema de Justicia desde antigua jurisprudencia, en relación al 

alcance de la garantía constitucional en cuestión, ha razonado que2: 

 

“[…] el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación es un derecho humano con 

rango constitucional, el que presenta un doble carácter: derecho subjetivo público y derecho 

colectivo público. El primer aspecto se caracteriza porque su ejercicio corresponde, como lo 

señala el artículo 19 de la Constitución Política a todas las personas, debiendo ser protegido y 

amparado por la autoridad a través de los recursos ordinarios y el recurso de protección. Y, en 

lo que dice relación con el segundo carácter del derecho en análisis, es decir, el derecho colectivo 

público, él está destinado a proteger y amparar derechos sociales de carácter colectivo, cuyo 

resguardo interesa a la comunidad toda, tanto en el plano local como en el nivel nacional, a 

todo el país, ello porque se comprometen las bases de la existencia como sociedad y nación, 

porque al dañarse o limitarse el medio ambiente y los recursos naturales, se limitan las 

posibilidades de vida y desarrollo no sólo de las actuales generaciones sino también de las 

futuras. En este sentido, su resguardo interesa a la colectividad por afectar a una pluralidad de 

sujetos que se encuentran en una misma situación de hecho, y cuya lesión, pese a ser portadora 

de un gran daño social, no les causa un daño significativo o apreciable claramente en su esfera 

individual.”. 

 

Ahora bien, la calidad de titulares del Derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación, 

que sustenta nuestra calidad de interesados en la especie, se robustece si atendemos a que el proyecto 

 
1 Bordalí Salamanca, Andrés; Titularidad y Legitimación Activa sobre el Ambiente en el Derecho Chileno; Revista 
de Derecho (Valdivia); diciembre de 1998; páginas 43-64.  
 
2 Sentencia del 19 de marzo de 1997 recaída en la causa Rol N.º 2.732-96 de la Excelentísima Corte Suprema.  
 



en cuestión, parafraseando al profesor Jorge Bermúdez, se pretende desarrollar en el “Entorno 

Adyacente”3 de quienes somos titulares de tal garantía constitucional. 

 

Por otro lado, nuestra calidad de interesados igualmente se sostiene en lo prescrito por el numeral 3. 

del artículo 21 de la Ley número 19.880. En efecto, como se sabe, el referido texto normativo no solo 

considera interesados en el procedimiento administrativo a quienes sean titulares de Derechos que 

pudieren verse afectados con la decisión que se adopte; sino que igualmente considera Interesado a 

“Aquéllos cuyos intereses, individuales o colectivos, puedan resultar afectados por la resolución y se 

apersonen en el procedimiento en tanto no haya recaído resolución definitiva.”. 

 

Al efecto, la doctrina ha reconocido que existe un interés legítimo y tutelado por el Derecho, 

concerniente a la protección del medio ambiente, considerado en un sentido amplio. Así, el profesor 

Andrés Bordalí, ha señalado que; 

 

“[…] los bienes ambientales son considerados por muchos como objeto de intereses colectivos 

o intereses difusos, pudiendo entender por éstos como “aquellos que corresponden a un 

conjunto impreciso e indeterminado de personas, no ligadas por base asociativa alguna, pero 

aunadas por expectativas comunes por una mejor calidad de vida (derecho al medio ambiente, 

a un patrimonio histórico y cultural, a un hábitat espiritual compatible con la existencia digna 

de la persona)”. Estos intereses difusos presentan la particularidad de pertenecer 

genéricamente a un número indeterminado de sujetos que ostentan, en forma común, la 

pretensión de uso y goce de una prerrogativa sobre bienes indivisibles, que como tales no 

admiten su disfrute y apropiación en forma singular”. El ambiente presentaría la calidad de un 

interés difuso, en el sentido que constituye el soporte básico que posibilita la vida de todos y 

cada uno de los seres humanos sobre la tierra. En este sentido todo ser humano necesita de 

aire, agua y suelo, para poder desplegar su proyecto vital”4 

 

El mismo autor agrega que; 

 
3 Al efecto véase Bermúdez Soto, Jorge; Fundamentos de Derecho Ambiental (2a edición), Ediciones Universitarias 
de Valparaíso; página 123-126; y Bermúdez Soto, Jorge; “El Derecho a vivir en un Medio Ambiente libre de 
contaminación”; en Revista de Derecho de la Universidad Católica de Valparaíso (Número XXI, Valparaíso, año 
2000). 
 
4 Bordalí Salamanca, Andrés; “Titularidad y legitimación activa sobre el medio ambiente en el Derecho chileno”; 
en Revista de Derecho de la Universidad Austral de Chile (Vol. 9, año 1998); página 49.  



“Hay que entender que los bienes ambientales pueden ser concebidos como intereses o bienes 

colectivos o difusos, aun cuando su soporte material esté constituido por cosas de dominio del 

Estado o algún particular. El ambiente, “técnicamente está configurado como un bien de 

carácter colectivo, desde el punto de vista de la titularidad de su disfrute, independiente de la 

titularidad de los bienes […] que lo conforman. Pensemos en las aguas y los bosques en Chile. 

Las primeras están en el patrimonio del Estado y los segundos (por regla general) en el 

patrimonio de los particulares que hayan adquirido su dominio. Sin perjuicio de ello, presentan 

una utilidad que trasciende la utilidad estatal o particular, para ir en goce y beneficio de todos, 

del interés colectivo.”5 

 

En la misma línea, la doctrina reconoce que; 

 

“El tema del medio ambiente, y su garantía correlativa, que en la Constitución se denomina 

derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación, genera una crisis del paradigma 

de la estructura del derecho individual. El orden ambiental no cabe totalmente en este esquema 

al relacionarse íntimamente con los intereses colectivos, de todos (interés se entiende como 

“aquello jurídicamente relevante y protegido por las normas”). Se trata de la protección de 

componentes ambientales comunes (mar, bosques, entorno)…”6 

 

Como queda en evidencia de lo señalado hasta aquí es posible sostener la existencia de un interés 

tutelado por nuestra legislación relativo a la protección del Medio Ambiente. Dicho interés, como 

hemos señalado, presenta una titularidad amplia; entendiéndose que la protección del medio 

ambiente, en tanto interés colectivo o difuso, interesa a la colectividad toda.  

 

En la especie, como ya hemos señalado precedentemente, el interés que hacemos valer en caso alguno 

es de carácter caprichoso o carente de toda vinculación concreta con esta solicitante. En efecto, como 

hemos señalado con anterioridad y desarrollaremos enseguida, nuestro interés se sostiene en el hecho 

material de que el proyecto objeto del presente procedimiento sancionatorio, se ejecutó de manera 

ilegal en el “Entorno Adyacente” de quienes comparecemos en este acto.  

 

 
5 Bordalí Salamanca, Andrés; “Titularidad y legitimación activa sobre el medio ambiente en el Derecho chileno”; 
en Revista de Derecho de la Universidad Austral de Chile (Vol. 9, año 1998); página 49. 
 
6  Ossandón Rosales, Jorge; “Garantías fundamentales de las personas jurídicas. ¿Titulares del derecho a vivir en 
un medio ambiente libre de contaminación?; en Revista de Derecho Público (Vol. 83, II Semestre año 2015); 
página 124. 



Lo anterior, justifica nuestra calidad de interesados de conformidad con el numeral 3. del artículo 21 

de la Ley número 19.880; más aún cuando, tanto por nuestros estatutos y, más importante aún, nuestra 

práctica, hemos mostrado y ejercido acciones que demuestran con claridad y contundencia el interés 

que ostentamos para comparecer en la especie. 

 

En efecto, además de lo señalado previamente, cabe tener presente que el interés de la Corporación 

Privada para el Desarrollo de Aysén (CODESA), se sostiene en aquel que como organización no 

gubernamental nos compete desde nuestras funciones institucionales, esto es, la protección del medio 

ambiente.  

 

Así, cabe tener presente que CODESA es una persona jurídica sin fines de lucro, que tiene como 

finalidad principal, de acuerdo indican sus estatutos, “Tener una participación efectiva en la definición 

del destino de la región de Aysén, contribuyendo y comprometiéndose, además, con los objetivos 

superiores de la región y el país. Para este efecto […], en el proceso permanente de desarrollo humano 

para lo cual se requiere, mediante acciones de solidaridad y participación de los actores y beneficiarios 

de un desarrollo integral y sustentable”.  

 

Además, se señala entre los objetivos de sus estatutos, que el proyecto global de desarrollo regional 

debe “enmarcarse en el concepto de “desarrollo sustentable”, cuyos pilares básicos son la justicia social, 

el desarrollo económico y la conservación ambiental.” Así, algunas de las formas de concretar tales 

objetivos, han sido precisamente a través de un extenso trabajo para proteger los ecosistemas y las 

comunidades locales de la Región, respecto de los graves impactos ambientales causados por 

actividades económicas extractivas, en especial, la actividad minera desarrollada en la Región.  

 

En esta línea, la Corporación Privada para el Desarrollo de Aysén ha presentado un interés 

incuestionable en distintos procedimientos relacionados con proyectos que pueden generar impactos 

ambientales. De esta forma, es imprescindible considerar su constante intervención en procedimientos 

de evaluación de impacto ambiental y procedimientos sustanciados ante esta Superintendencia de 

Medio Ambiente, tendientes a realizar “un trabajo libre de esa cierta ingenuidad, un trabajo profesional, 

para que los impactos ambientales de los proyectos sean bien evaluados"7 y las infracciones cometidas 

sean debidamente sancionadas y sus efectos reparados. 

 

 
7 Javier Verdejo P. (2020). Ordenan reabrir evaluación ambiental de Mina Javiera en Chile Chico. Cooperativa. 
https://cooperativa.cl/noticias/pais/region-de-aysen/ordenan-reabrir-evaluacion-ambiental-de-mina-javiera-en-
chile-chico/2020-01-29/175106.html  

https://cooperativa.cl/noticias/pais/region-de-aysen/ordenan-reabrir-evaluacion-ambiental-de-mina-javiera-en-chile-chico/2020-01-29/175106.html
https://cooperativa.cl/noticias/pais/region-de-aysen/ordenan-reabrir-evaluacion-ambiental-de-mina-javiera-en-chile-chico/2020-01-29/175106.html


En particular, cabe tener presente que Corporación Privada para el Desarrollo de Aysén, en línea con el 

interés que venimos argumentando, ha incidido en la evaluación de impacto ambiental y en 

procedimientos sustanciados por la Superintendencia de Medio Ambiente, respecto de proyectos 

mineros ejecutados en la región de Aysén; dando cuenta de su innegable interés en cuanto a los 

impactos de esta actividad económica en particular. 

 

a) Intervino, en calidad de interesada, en procedimiento de Evaluación de Impacto Ambiental del 

proyecto de rehabilitación de Mina Javiera, de compañía Minera Cerro Bayo, en cercanías de 

Bahía Jara, al interior del referido Sitio Prioritario para la Conservación de la Biodiversidad. 

 

Luego, intervino en los autos RIT R-7-2019 del Ilustre Tercer Tribunal Ambiental, en calidad de 

reclamante, respecto de Resolución del Servicio de Evaluación Ambiental de la región de Aysén 

que rechazó solicitud de Invalidación de la Resolución de Calificación Ambiental del proyecto 

de rehabilitación de Mina Javiera, de compañía Minera Cerro Bayo.  

 

Asimismo, de la sentencia dictada por el Ilustre Tercer Tribunal Ambiental, CODESA dedujo 

Recurso de Casación ante la Excelentísima Corte Suprema, autos ROL 20.909-2020. Recurso 

que, acogido, derivó en la invalidación de la Resolución de Calificación Ambiental del referido 

proyecto. 

 

b) Dedujo denuncia ante esta Superintendencia de Medio Ambiente, que no ha sido resuelta a la 

fecha, en contra de la ejecución ilegal del proyecto “Prospecciones Equus Cerro Bayo” de la 

empresa Equus Chile SpA.. Proyecto ilegalmente ejecutado al interior del Sitio Prioritario para 

la Conservación de la Biodiversidad Estepa Jeinimeni – Lagunas de Bahía Jara. 

 

c) Ostentamos la calidad de interesados en procedimiento de Requerimiento de Ingreso al SEIA 

del proyecto “Sondaje Minero Jeinimeni”; proyecto ejecutado ilegalmente por Southern Gold 

SpA. al interior del Sitio Prioritario para la Conservación de la Biodiversidad Estepa           

Jeinimeni–Lagunas de Bahía Jara y en zona colindante al Parque Nacional Patagonia, ROL Req-

006-2019. 

 

d) Accionamos respecto de las Resoluciones de Calificación Ambiental de los proyectos de 

prospecciones mineras “Katterfeld” y “Santa Teresa”; sin embargo, el Ilustre Tercer Tribunal 

Ambiental y, posteriormente, la Excelentísima Corte Suprema desestimaron las reclamaciones. 



Como resulta evidente, la actividad minera en la Región de Aysén y sus impactos socio-ambientales, es 

un tema respecto del cual CODESA ha desarrollado un intenso trabajo; siendo claro el interés que 

ostentamos para ser tenidos como interesados en el presente procedimiento, de acuerdo con lo 

prescrito por el artículo 21 número 3. de la Ley número 19.880. 

 

2. SOBRE EL INTERÉS EN EL CASO CONCRETO: INTERÉS SOBRE EL DAÑO AMBIENTAL CAUSADO POR LA OPERACIÓN 

DEL YACIMIENTO MINERO EL TOQUI EN ALTO MAÑIHUALES.  

 

Ahora bien, no podemos sino hacer presente que, para el caso particular y concreto del Yacimiento 

Minero El Toqui en Alto Mañihuales (el cual integra el Tranque de Relaves Doña Rosa); Corporación 

Privada para el Desarrollo de Aysén igualmente ha desplegado acciones tendientes a que se aborden y 

solucionen los graves impactos socioambientales que han sido constatados en el área.  

 

Es así que, por ejemplo, son diversas las reuniones solicitadas bajo el amparo de la Ley de Lobby, 

número 20.730, por medio de las cuales Corporación Privada para el Desarrollo de Aysén (por medio 

de sus Directores) ha intentado incidir en la visualización y solución del grave deterioro ambiental 

causado en la zona por la operación del proyecto minero El Toqui. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Fuente: Registro de Audiencia por Ley de Lobby 
AW003AW1262139 del 8 de febrero de 2023, solicitada a 

Superintendenta de Medio Ambiente, doña Marie Claude Plumer 
Bodin 

 

 

Fuente: Registro de Audiencia por Ley de Lobby 
AW002AW1449194 del 30 de noviembre de 2023, solicitada al 

SEREMI de Medio Ambiente de la Región de Aysén, don Yoal Díaz 
Reyes 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Asimismo, cabe hacer presente que, recientemente y a propósito de que CODESA actualmente integra 

el Consejo Consultivo Regional del Ministerio de Medio Ambiente, expusimos en dicha instancia la grave 

situación de deterioro ambiental y lesión a Derechos Humanos causada por la operación del Yacimiento 

Minero El Toqui y, en particular, sus Tranques de Relaves Confluencia y Doña Rosa. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Fuente: Registro de Audiencia por Ley de Lobby del 7 de febrero 
de 2023, solicitada al Instituto Nacional de Derechos Humanos 

 

 

Fuente: Registro de Audiencia por Ley de Lobby 
AS001AW1469308 del 1 de diciembre de 2023, solicitada al 
SEREMI de Minería de la Región de Aysén, don Juan Vásquez 

Alarcón 
 

Fuente: Acta de sesión del Consejo Consultivo Regional del 
Ministerio de Medio Ambiente del 28 de agosto de 2024. 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Como se aprecia, la grave situación de contaminación ambiental e impacto social causada por la 

operación del Yacimiento Minero El Toqui en Alto Mañihuales, ha sido y es un tema que ha formado 

parte de la acción institucional de Corporación Privada para el Desarrollo de Aysén; siendo innegable 

que, de acuerdo con lo prescrito por el artículo 21 número 3. de la Ley número 19.880, ostentamos un 

interés legitimo para ser tenidos como parte interesada en el presente procedimiento. 

 

 

POR TANTO, en razón de lo expuesto, normativa citada y demás disposiciones aplicables en la especie; 

 

SOLICITAMOS A ESTA SUPERINTENDENCIA DE MEDIO AMBIENTE, tener a Corporación Privada para el 

Desarrollo de Aisén como parte en el presente procedimiento sancionatorio, de conformidad a lo 

establecido en el artículo 21 de la Ley 19.880. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Fuente: Acta de sesión del Consejo Consultivo Regional del 
Ministerio de Medio Ambiente del 28 de agosto de 2024. 



PRIMER OTROSÍ: SÍRVASE ESTA SUPERINTENDENCIA DEL MEDIO AMBIENTE, tener presente que por 

este acto venimos en realizar observaciones al Programa de Cumplimiento presentado por Sociedad 

Minera Pacífico del Sur en el marco del procedimiento sancionatorio, ROL F-077-2023, seguido en 

contra de Sociedad Minera Pacífico del Sur SpA por el proyecto Tranque de Relaves Doña Rosa. 

Solicitando, desde ya, su Rechazo, en atención de las consideraciones de hecho y de derecho que a 

continuación se exponen. 

 

I. HECHOS  

 

1. Sobre la unidad fiscalizable Yacimiento Minero El Toqui  

 

La Unidad Fiscalizable correspondiente al Yacimiento Minero El Toqui se encuentra ubicada en el sector 

rural de Alto Mañihuales en la comuna de Coyhaique, Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del 

Campo; actualmente operada por su titular, Sociedad Minera Pacifico Sur SpA.. Corresponde a un 

proyecto que realiza faenas extractivas subterráneas encargadas de la producción de zinc, plomo, oro 

y plata; comprendiendo 6 yacimientos subterráneos respecto de los cuales se han expedido 10 

resoluciones de Calificación Ambiental, y sobre la cual se han abierto 3 procedimientos sancionatorios. 

 

1.1 SOBRE EL PROCEDIMIENTO SANCIONATORIO ROL F-063-2014: 

 

Con fecha 27 de octubre de 2014 esta Superintendencia del Medio Ambiente evacua la Resolución Ex. 

Nº1/Rol F-063-2014 que resuelve formular cargos contra de la Sociedad Contractual Minera El Toqui 

por infracciones evidenciadas en considerandos de las distintas resoluciones de calificación ambiental 

de los proyectos respecto de los que este es titular.  

 

Esta pretensión tuvo su origen en las actividades de inspección ambiental realizadas en los meses de 

agosto y septiembre del año 2013 con objeto de verificar los sistemas de manejo de aguas lluvias, del 

sistema de conducción y del depósito de relaves, así como la verificación de la situación de 

escurrimientos desde el depósito de relaves a raíz de la muerte de peces en el río el Toqui. En base a 

tales inspecciones se dan por verificadas 12 infracciones a las Resoluciones de Calificación Ambiental 

de la que es titular la Sociedad referida, bajo la clasificación de graves de acuerdo a lo establecido por 

la letra e) del numeral 2 del artículo 36 de la LOSMA.  

 



Posteriormente, con fecha 25 de noviembre de 2014, la Sociedad Contractual Minera el Toqui presentó 

su Programa de Cumplimiento y en respuesta, con fecha 24 de febrero de 2015, la Superintendencia 

del Medio Ambiente evacua la resolución exenta Nº4/Rol F-063-2014 que resuelve aceptar tal 

presentación con diversas observaciones que en lo medular dicen relación con el registro del estado de 

cumplimiento de los objetivos específicos y su debida precisión, junto con requerir la reformulación de 

otros objetivos para el cumplimiento de las resoluciones de calificación ambiental aplicables. 

Finalmente, con fecha 18 de diciembre del año 2018 y por solicitud del titular, esta Superintendencia 

declaró la ejecución satisfactoria del programa de cumplimiento, poniendo término al procedimiento 

administrativo sancionatorio.  

 

1.2 SOBRE EL PROCEDIMIENTO SANCIONATORIO CRECIMIENTO DEL TRANQUE RELAVE CONFLUENCIA                           

F-057-2015 

 

Con fecha 24 de diciembre de 2015, esta Superintendencia del Medio Ambiente, vía Resolución Exenta 

Nº 1/Rol F-057-2015, resolvió formular cargos contra la Sociedad Contractual Minera El Toqui por 

hechos infraccionales a la Resolución de Calificación Ambiental Nº 331/2004 del proyecto “Tranque de 

Relaves Confluencia”. 

 

Como antecedente directo se tiene la realización de actividades inspectivas por parte de la 

Superintendencia a raíz de la muerte de bovinos en los sectores colindantes a la faena, reuniendo 

antecedentes en el expediente DFZ-2014-2328-XI-RCA-IA, a partir de los cuales se constataron una 

diversidad de diferencias entre el estado del Tranque de Relaves Confluencia al momento de su 

inspección con lo aprobado por la Resolución de Calificación Ambiental del proyecto.  

 

Adicionalmente, se tiene en consideración lo razonado y dispuesto en la Resolución Exenta Nº 3156 del 

de 30 de diciembre de 2014 de SERNAGEOMIN; por medio de la cual sancionó al titular por 

contravenciones al Decreto Supremo Nº 248/2006 del Ministerio de Minería, al no contar la faena 

“Tranque de Relaves Confluencia” con autorización vigente por haberse ordenado el cierre de faenas 

de forma previa mediante la Resolución Exenta Nº 114 de 6 de febrero de 2008. Pese a lo anterior, la 

empresa continuó depositando relaves en el Tranque Confluencia, excediendo grave y 

significativamente la capacidad autorizada para el referido depósito.  

 

En vista de lo anterior, se formularon cargos en contra de la Sociedad Contractual Minera El Toqui por 

infracciones al artículo 35 letras a) y b) de la LOSMA, por transgredir la resolución de calificación 



ambiental pertinente y por la modificación significativa del proyecto sin autorización ambiental. 

Asimismo, la resolución requiere de la adopción de medidas provisionales que impidieren la 

continuidad en la producción de riesgo o daño causado.  

 

Finalmente, con fecha 29 de junio de 2018 vía resolución exenta Nº 787 esta Superintendencia sancionó 

a la Sociedad Minera al pago total de la suma $1.131.613.173 pesos por las infracciones referidas y 

ordenó el ingreso del proyecto “Crecimiento del Tranque de Relaves Confluencia” al Sistema de 

Evaluación de Impacto Ambiental, dando por finalizado el procedimiento sancionatorio.  

 

Cabe anotar, desde ya, que el deber de ingreso del proyecto “Crecimiento del Tranque de Relaves 

Confluencia” no ha sido cumplido; ello, pese a que por Resolución Exenta número 741 del 7 de mayo 

del año 2020 dictada en procedimiento Req-010-2018, esta Superintendencia requirió a la actual 

propietaria del yacimiento, Sociedad Minera Pacífico del Sur SpA., dar cumplimiento al referido 

requerimiento de ingreso al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental.  

 

Por tanto, a la fecha aún no se adoptan medidas tendientes a mitigar, reparar y/o compensar los graves 

impactos socioambientales constatados en el área de influencia del yacimiento minero El Toqui – y que 

motivaron el requerimiento de ingreso al SEIA; grave deterioro ambiental del área que, 

indudablemente, no puede ser obviado en el presente procedimiento sancionatorio.  

 

 

2. SOBRE EL PROCEDIMIENTO SANCIONATORIO “DEPÓSITO DE RELAVES FILTRADOS DOÑA ROSA” 

 

2.1. Formulación de cargos: 

 

Con fecha 14 de diciembre de 2023 la Superintendencia del Medio Ambiente mediante la Res. Ex. N° 1 

/ Rol F-077-2023 formuló cargos en contra la Sociedad Minera Pacifico Sur SpA. por infracciones 

relativas a la operación del proyecto “Depósito de relaves filtrados Doña Rosa” asociado, al igual que 

los anteriores, a la unidad fiscalizable Yacimiento Minero El Toqui. En la especie, se formularon cargos 

por infracciones contempladas en el artículo 35 letra a) de la LOSMA, es decir, por el incumplimiento 

de las condiciones, normas y medidas establecidas en su resolución de calificación ambiental para 

impedir o mitigar los impactos ambientales significativos que su proyecto es susceptible de causar en 

su área de influencia. 

 



En cuanto a los hechos infraccionales, la resolución reprocha: a) la falta de limpieza de la piscina de 

sedimentación en los términos dispuestos en su evaluación ambiental junto a la superación de su 

capacidad; b) la operación deficiente de transporte y depósito de los relaves, ocasionando derrames 

fuera del espacio destinado a su depósito; c) el incumplimiento del plan de alerta temprana para el 

manejo de las aguas infiltradas: y d)  la disposición de aguas de contacto y relave fuera de la cubeta del 

Depósito Doña Rosa. Cabe mencionar, además, que todas estas infracciones fueron calificadas como 

graves conforme a lo dispuesto en el artículo 36 N° 2 literal e) de la LOSMA.  

 

2.2. Programa de cumplimento: 

 

Con fecha 8 de enero de 2024, la Sociedad Minera Pacifico del Sur SpA. acompañó su Programa de 

Cumplimiento desglosando las infracciones esgrimidas, reconociendo limitados efectos negativos de 

éstas y describiendo las medidas que, a su juicio, permitirían reducirlos o eliminarlos. En cuanto a la 

primera infracción referida a la falta de limpieza de la piscina de sedimentación indica como acciones 

destinadas al cumplimiento de la normativa y a la eliminación o reducción de los efectos negativos 

generados, la implementación de un programa bimestral de limpieza a la piscina de sedimentación y 

chequeo con registro fotográfico periódico, un sistema de medición de estado de piscina,  junto 

acciones correctivas como el retiro de sedimentos acumulado en tanto acciones ejecutadas, como otras 

acciones en vías de ejecución como la determinación del nivel de sedimento acumulado.  

 

Respecto a la operación deficiente de transporte y posterior disposición de los relaves hacia el depósito 

Doña Rosa, indica entre las medidas a ejecutar la implementación de muros de contención a los 

costados del puente de acceso al depósito para impedir el escurrimiento del relave, la implementación 

de bermas de seguridad del puente de acceso al depósito además de la limpieza del escurrimiento de 

relave en acceso al depósito de relave filtrado Doña Rosa, entre otros.   

 

Por otro lado, respecto a la falta de activación del plan de alerta temprana plantea la implementación 

de un procedimiento "Desvío de aguas de contacto hacia piscina de recirculación" junto a difusión a 

todo el personal involucrado; mientras que para efectos de superación de parámetros como sulfato, 

plantea que se continuará ejecutando el programa de monitoreo establecido en la su resolución de 

calificación ambiental.  

 

Respecto a la infracción consistente en la disposición de aguas de contacto y relave fuera de la cubeta 

del depósito Doña Rosa, indica como acción de reducción de impactos que se limpiará el saldo 



remanente a la limpieza de los relaves acumulados, luego de lo cual implementará el plan de 

reforestación del área afectada.  

 

Como se desarrollará y justificará enseguida, el Programa de Cumplimiento presentado por Sociedad 

Minera Pacífico del Sur en el presente procedimiento administrativo, no satisface lo exigido ni por el 

artículo 7 ni por el artículo 9 del Reglamento sobre Programas de Cumplimiento, Autodenuncia y Planes 

de Reparación. Motivo por el cual, indudablemente y en pleno cumplimiento de lo exigido por el 

legislador, el Programa de Cumplimiento habrá de ser rechazado. 

 

 

II. OBSERVACIONES QUE JUSTIFICAN EL RECHAZO DEL PROGRAMA DE CUMPLIMIENTO 

PRESENTADO POR SOCIEDAD MINERA PACÍFICO DEL SUR SPA. EN EL PRESENTE 

PROCEDIMIENTO SANCIONATORIO 

 

Con fecha 2 de abril de 2024, mediante la Res. Ex. Nº 3/ Rol F-077-2023, esta Superintendencia del 

Medio Ambiente resolvió tener por presentado el Programa de Cumplimiento de la Sociedad Minera 

Pacífico del Sur SpA., realizando observaciones tanto generales, como requerimientos de mayor 

descripción de la información esgrimida por el titular respecto a los efectos negativos producidos como 

consecuencia de la infracción; en tanto el titular tiene el deber de tomar como base tanto los efectos 

de los cargos imputados como de aquellos razonablemente vinculados.  

 

Asimismo, como se sabe, por medio dela referida resolución esta Superintendencia formuló 

observaciones específicas por cada hecho infraccional abordado en el programa referido, que en lo 

medular dicen relación con la deficiente descripción de los efectos negativos directos e indirectos que 

tuvieron lugar a raíz del hecho infraccional; y con requerir se complemente la información relativa a la 

forma de implementación de las acciones junto a su debida descripción, precisión de los indicadores de 

cumplimiento y medios de verificación.  

 

De tal modo, resuelve tener por presentado el Programa de Cumplimiento ingresado por la  Sociedad 

Minera Pacifico Sur con fecha 27 de diciembre de 2023 previa incorporación de las observaciones 

detalladas en un programa refundido, el cual fue evacuado por la referida sociedad con fecha 9 de 

mayo de 2024.  

 



Es respecto de este último que, en lo sucesivo, desarrollaremos observaciones que justifican su rechazo, 

de acuerdo con los artículo 7 y 9 del Reglamento sobre Programas de Cumplimiento, Autodenuncias y 

Planes de Reparación. 

 

1. EN LA ESPECIE, SOCIEDAD MINERA PACÍFICO DEL SUR SPA. SE ENCONTRABA IMPEDIDA DE PRESENTAR 

UN PROGRAMA DE CUMPLIMIENTO, DE ACUERDO CON EL ARTÍCULO 42 DE LA LEY ORGÁNICA DE LA 

SUPERINTENDENCIA DEL MEDIO AMBIENTE.  

Como esta Superintendencia sabe, de conformidad con el artículo 42 inciso tercero de su Ley Orgánica, 

no podrán presentar Programas de Cumplimiento aquellos titulares de proyectos que presenten una 

conducta anterior negativa:  

 

“No podrán presentar programas de cumplimiento aquellos infractores que se hubiesen acogido 

a programas de gradualidad en el cumplimiento de la normativa ambiental o hubiesen sido 

objeto con anterioridad de la aplicación de una sanción por parte de la Superintendencia por 

infracciones gravísimas o hubiesen presentado, con anterioridad, un programa de 

cumplimiento, salvo que se hubiese tratado de infracciones leves. Con tal objeto, deberá 

considerarse el plazo de prescripción de las infracciones señaladas en el artículo 37.” 

 

En semejante sentido se expresa el artículo 7 del Decreto N° 30 de 2012 del Ministerio del Medio 

Ambiente que regula los incentivos al cumplimiento:  

 

“Artículo 6.- Procedencia del programa de cumplimiento. Iniciado un procedimiento 

administrativo sancionatorio, el infractor podrá presentar en el plazo de diez días, contando 

desde la notificación de la formulación de cargos, un programa de cumplimiento. 

    No podrán presentar programas de cumplimiento: 

    a) Los infractores que se hubiesen acogido a programas de gradualidad en el cumplimiento 

de la normativa ambiental. 

    b) Los infractores que hubiesen sido objeto con anterioridad de la aplicación de una sanción 

por parte de la Superintendencia por infracciones gravísimas. 

    c) Los infractores que hubiesen presentado con anterioridad un programa de cumplimiento, 

salvo que se hubiese tratado de infracciones leves. […]” (énfasis añadido). 

 



En los siguientes apartados se explicará que el titular del proyecto como sujeto infractor no se ha 

alejado de su comportamiento infraccional, no procediendo entonces la aprobación de un incentivo al 

cumplimiento a su respecto; debiendo, por tanto, rechazarse el programa de cumplimiento presentado 

por Sociedad Minera Pacífico del Sur SpA. en el presente procedimiento sancionatorio. 

 

Pues bien, cabe recordar que nos situamos frente a la unidad fiscalizable “Minera El Toqui” de la cual 

forman parte tanto el Proyecto Relave Doña Rosa (objeto del presente procedimiento sancionador), así 

como también el Proyecto Relave Confluencia, sobre el cual existe actualmente una obligación de 

ingreso al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental que no se ha cumplido.    

 

1.1. El titular del proyecto no se ha hecho cargo de una obligación de ingreso al SEIA: 

 

Sobre el particular cabe hacer presente que respecto de la unidad fiscalizable Yacimiento Minero El 

Toqui se ha sustanciado, entre otros, tanto un procedimiento sancionatorio como un procedimiento de 

Requerimiento de Ingreso al SEIA, sin que a la fecha el titular del proyecto se haya hecho cargo de la 

infracción ni, mucho menos, de los significativos impactos ambientales que causó (y continúa causando) 

en su área de influencia.  

 

En efecto, como consta en la base de datos de esta Superintendencia, el titular fue sancionado en 

procedimiento ROL F-057-2015, entre otras infracciones, por: 

 

 “La modificación del proyecto ‘Crecimiento del Tranque de Relaves Confluencia’ sin contar con 

una Resolución de Calificación Ambiental que autorice efectuar dichas modificaciones, 

particularmente: haber excedido el tonelaje aprobado para el tranque de relaves; contar con 

una altura de coronamiento que supera en más del 50% lo aprobado; haber excedido su vida 

útil en más de tres años.” 

 

A su vez, conforme se constata en requerimiento de ingreso rol REQ-010-2018, existe la obligación de 

ingresar al Sistema de Evaluación Ambiental respecto de las dimensiones actuales del Tranque de 

Relaves Confluencia. Pese a lo anterior, como consta en dicho expediente y se puede contrastar con la 

plataforma del Servicio de Evaluación Ambiental, el titular no ha sometido el proyecto a Evaluación, 

pese a estar obligado a ello.  

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

En este sentido, se hace presente que existiendo un hecho infraccional consistente en un deber de 

ingreso al SEIA, sus efectos son permanentes en el tiempo mientras no se cumpla con el ingreso al 

Sistema y se dispongan medidas adecuadas para su mitigación, reparación o compensación. En otras 

palabras, ni el titular ni el proyecto se han ajustado a las pautas de comportamiento que el Derecho 

dispone para proyectos que deben ingresar al SEIA.  

 

Al respecto, tanto nuestra doctrina8 como la Excelentísima Corte Suprema están contestes en que la 

naturaleza jurídica de la elusión es la de ser un incumplimiento permanente, cuyos efectos , 

naturalmente, igualmente han de ser permanentes. Así, en autos rol 99.487-2020, considerando 20, la 

Excelentísima Corte Suprema razonó: 

 
8 Arellano Reyes, Gustavo, & Chubretovic Arnaiz, Teresita. (2023). Infracción administrativa de elusión al Sistema 
de Evaluación de Impacto Ambiental: Criterios y eficacia de los procedimientos de la Superintendencia del Medio 
Ambiente. Revista de derecho ambiental (Santiago), (20) p. 206 

 

Fuente: Resolución Exenta número 741 del 7 de mayo de 2020, 

procedimiento REQ-010-2018 de la Superintendencia del Medio 

Ambiente 

 

Fuente: Resolución Exenta número 741 del 7 de mayo de 2020, 

procedimiento REQ-010-2018 de la Superintendencia del Medio 

Ambiente 



“Para desestimar este capítulo del recurso, basta tener presente los razonamientos consignados 

en el considerando anterior, en especial, la circunstancia de revestir la infracción [la elusión] de 

que se trata un carácter permanente, y existir, asimismo, constancia en el proceso de que el 

estado infraccional se mantuvo más allá de la fecha en que la SMA formuló cargos en contra de 

la recurrente.” 

 

Por todo lo anterior esta Autoridad no podría sino considerar la permanente y displicente lesión al 

ordenamiento jurídico que el titular del Yacimiento Minero El Toqui ha evidenciado; además de los 

significativos impactos socio-ambientales que ha causado en su área de influencia, aún sin medidas 

tendientes a su mitigación, restauración o compensación ambiental. 

 

1.2. La obligación de ingreso emana de una contravención objetiva al ordenamiento jurídico sin 

que un cambio de titularidad merme la responsabilidad administrativa: 

 

Tal como se ha indicado en el punto anterior, la obligación de ingreso al SEIA en cuanto supuesto 

infraccional es de carácter permanente. Por ello, un cambio de titularidad no hace variar una obligación 

ya existente de ingresar al SEIA. Al respecto, cabe recordar que las obligaciones que nacen al alero de 

nuestro derecho público operan de forma objetiva tras su configuración, de ello se colige, por ejemplo, 

que las infracciones administrativas sean plenamente transmisibles9.  

 

Muy especialmente en atención a que una comprensión responsiva del procedimiento administrativo 

sancionador debe atender a la dirección efectiva de la forma de operación de una actividad para el 

cumplimiento del ordenamiento jurídico10, desde este enfoque no parece adecuado permitir que el 

titular de un proyecto que se encuentra incumpliendo una obligación (permanente) de ingreso al SEIA, 

y por tanto en constante lesión del ordenamiento jurídico, pueda someterse a un programa de 

cumplimiento.  

 

 
9 Sobre este particular véase: Zúñiga Urbina, Francisco. (2015). EL RETORNO A LO ADMINISTRATIVO: 
COMENTARIO A LA SENTENCIA ROL N° 1079-2014 DE LA CORTE SUPREMA, "FISCO DE CHILE CON DÖRR ZEGERS Y 
OTROS" ("CHISPAS II"*). Estudios constitucionales, 13(1), 399-416 . 
 
10 Rojas Calderón, Christian; Ferrada Bórquez, Juan Carlos; Méndez Ortiz, Pablo Ignacio (2021); “La 
reconfiguración teórica de la potestad sancionadora de la administración pública: del tradicional ius puniendi 
único estatal a la función responsiva”; Publicado en: Revista de Derecho Administrativo Económico, nro.34; p.112. 



Además, cabe recordar que, tras la adquisición de la operación, la Sociedad Minera Pacifico del Sur 

debe hacerse cargo tanto de las obligaciones que pesen sobre su proyecto o actividad al momento de 

la adquisición, como de aquellos incumplimientos que personalmente genere. En ese sentido, al estar 

ante una infracción permanente, esta Sociedad Minera al no dar cumplimiento a la obligación de 

ingreso se vuelve, por su propia omisión, igualmente en infractora.  

 

Por todo lo anterior, el titular es un infractor respecto de una infracción gravísima e imprescriptible; 

siendo del todo improcedente la presentación de un Programa de Cumplimiento en el marco del 

presente procedimiento administrativo sancionatorio. 

 

1.3. La Unidad Fiscalizable fue objeto de un procedimiento sancionatorio respecto de infracciones 

calificadas de graves, el cual culminó con la aprobación y ejecución de un Programa de 

Cumplimiento: 

Como se ha expuesto previamente, de acuerdo con lo prescrito por el inciso tercero del artículo 42 de 

la Ley Orgánica de la Superintendencia del Medio Ambiente, no pueden presentar un Programa de 

Cumplimiento aquellos titulares de proyectos que: 

 

“ […] hubiesen presentado, con anterioridad, un programa de cumplimiento, salvo que se 

hubiese tratado de infracciones leves.”. 

 

En la especie, tal como se relató previamente, la unidad fiscalizable Yacimiento Minero El Toqui con 

anterioridad, en procedimiento sancionatorio F-063-2014, presentó un Programa de Cumplimiento 

respecto de infracciones calificadas de graves por parte de esta Superintendencia del Medio Ambiente. 

Infracciones entre las cuales, resulta del todo necesario hacerlo presente, se consideraron diversos 

incumplimientos a la regulación del Tranque de Relaves Doña Rosa, objeto del actual procedimiento 

sancionatorio.  

 

 

 

 

 

 

 

  



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Respecto de dichos cargos, con fecha 25 de noviembre de 2024 la titular del proyecto presentó 

Programa de Cumplimiento; el cual, luego de las observaciones de esta superintendencia y la 

presentación de su texto refundido, fue aprobado por Resolución Exenta número 5/ROL F-063-2014 

del 25 de marzo de 2015. 

 

 

 

Fuente: Resolución Exenta número 1/ROL F-063-2014 del 27 de 
octubre de 2014, Superintendencia del Medio Ambiente 



Siendo así, de acuerdo con lo expresamente dispuesto por el legislador en el artículo 42 de la Ley 

Orgánica de esta Superintendencia, el Programa de Cumplimiento presentado por Sociedad Minera 

Pacífico del Sur SpA. habrá de ser rechazado. 

 

2. EL PROGRAMA DE CUMPLIMIENTO NO SATISFACE LOS CRITERIOS DE INTEGRIDAD Y EFICACIA EXIGIDOS 

PARA SU APROBACIÓN.  

Como se sabe, según lo prescrito por el artículo 42 de la Ley Orgánica de la Superintendencia del Medio 

Ambiente, “[…] se entenderá como programa de cumplimiento, el plan de acciones y metas presentado 

por el infractor, para que, dentro de un plazo fijado por la Superintendencia, los responsables cumplan 

satisfactoriamente con la normativa ambiental que se indique.”. 

 

Programa de Cumplimiento que, según lo prescrito por el artículo 7 del Reglamento sobre Programas 

de Cumplimiento, Autodenuncia y Planes de Reparación, ha de contener:  

a) Descripción de los hechos, actos u omisiones que constituyen la infracción en que se ha incurrido, así 

como de sus efectos. 

b) Plan de acciones y metas que se implementarán para cumplir satisfactoriamente con la normativa 

ambiental que se indique, incluyendo las medidas adoptadas para reducir o eliminar los efectos negativos 

generados por el incumplimiento. 

c) Plan de seguimiento, que incluirá un cronograma de las acciones y metas, indicadores de 

cumplimiento, y la remisión de reportes periódicos sobre su grado de implementación. 

d) Información técnica y de costos estimados relativa al programa de cumplimiento que permita acreditar 

su eficacia y seriedad. 

 

Es decir, la ley exige que el Programa de Cumplimiento describa tanto los efectos derivados del 

incumplimiento como las medidas adoptadas para reducir y/o eliminar dichos efectos. 

 

Asimismo, para lo que se dirá, cabe tener presente desde ya que, según lo prescrito por el artículo 9 

del mismo texto reglamentario, para aprobar un Programa de Cumplimiento la Superintendencia habrá 

de atenerse a los siguientes criterios: 

a) Integridad: Las acciones y metas deben hacerse cargo de todas y cada una de las infracciones en que 

se ha incurrido y de sus efectos. 

b) Eficacia: Las acciones y metas del programa deben asegurar el cumplimiento de la normativa 

infringida, así como contener y reducir o eliminar los efectos de los hechos que constituyen la infracción. 

c) Verificabilidad: Las acciones y metas del programa de cumplimiento deben contemplar mecanismos 

que permitan acreditar su cumplimiento. 



Por tanto, el titular debe hacerse cargo de forma íntegra de la totalidad de las infracciones en conjunto 

con sus respectivos efectos, así como presentar acciones que aseguren de forma eficaz el cumplimiento 

de la ley, así como la reducción y/o eliminación al mínimo de los efectos ya mencionados. Y finalmente, 

el titular debe acompañar medios de acreditación con el fin de cumplir con la verificabilidad del 

cumplimiento. 

 

En la especie, según lo que se desarrollará en lo sucesivo, el Programa de Cumplimiento presentado 

por Sociedad Minera Pacífico del Sur SpA. – y su texto reformulado – no satisface las letras a) y b) del 

artículo 7 previamente citado, ni los criterios de integridad y eficacia definidos por el artículo 9 del 

Reglamento sobre Planes de Cumplimiento, autodenuncia y planes de reparación. Lo anterior, en 

especial, al no describir íntegramente ni hacerse cargo de los efectos que la infracción cometida ha 

causado en su área de influencia. 

 

Al respecto, cabe resaltar que el legislador ha sido claro en establecer como requisito para la aprobación 

de Programas de Cumplimiento, que éste deba describir y hacerse cargo no solo – formalmente – de la 

infracción; sino que, además, éste ha de describir íntegramente y hacerse cargo de los efectos que 

dicha infracción haya causado. En razón de aquello, debemos entender que el “[…] legislador acepta 

despojarse, desasirse de su potestad sancionadora”11, si un programa de cumplimiento da garantías de 

“contener, reducir o eliminar los efectos negativos” generados por la infracción y no solo de retornar al 

cumplimiento de la normativa ambiental en un sentido meramente formal. 

 

Para ello, el programa de cumplimiento ha de contener una descripción detallada, precisa y 

documentada de los efectos ambientalmente negativos causados por la infracción cometida (art. 7 letra 

a) del Reglamento); única vía posible para poder ponderar la integridad y eficacia de las acciones y 

metas contenidas en el Programa de Cumplimiento. Dicho de otro modo, una incompleta, imprecisa 

y/o infundada descripción (o descarte) de los efectos de una determinada infracción, ciertamente 

obstará a la aprobación de un programa de cumplimiento; toda vez que dicha falta de contenido 

esencial ciertamente impedirá fundamentar el cumplimiento de los criterios de integridad y eficacia 

exigidos por el artículo 9 del Reglamento. 

 

Como señala la doctrina, respecto del criterio de Integridad del artículo 9 letra a) del Reglamento sobre 

Programas de Cumplimiento, Autodenuncia y Planes de Reparación, éste “[…] implica considerar el 

 
11 HERVÉ ESPEJO, Dominique y PLUMER BODIN, Marie Claude; “Instrumentos para una intervención institucional 
estratégica en la fiscalización, sanción y cumplimiento ambiental: El caso del Programa de Cumplimiento” en 
Revista de Derecho (N° 245, enero-junio 2019), pág. 28. 



hecho infraccional propiamente tal y sus efectos. Existe, en suma, un binomio “infracción-efectos”, 

indisoluble, que se expresa en la necesidad de que el PDC considere acciones para abordar la infracción 

propiamente tal y acciones para hacerse cargo de los efectos que esta haya generado, si correspondiere, 

o su descarte”  

 

Asimismo, la doctrina ha reconocido la importancia de la íntegra y fundada descripción (o descarte) de 

los efectos de la infracción cometida para poder evaluar la satisfacción del criterio de eficacia contenido 

en el artículo 9 letra b) del Reglamento sobre Programas de Cumplimiento, Autodenuncia y Planes de 

Reparación; al razonar que “Efectivamente, en este criterio también debe considerarse el binomio 

“infracción-efecto”, en el sentido que el PDC debe hacerse cargo de ambos.”. 

 

En la especie, como se verá enseguida, el Programa de Cumplimiento presentado por la Sociedad 

Minera Pacífico del Sur SpA., en caso alguno puede estimarse que dé cumplimiento a lo requerido en 

las letras a) y b) del artículo 7 del Reglamento sobre Programas de Cumplimiento, Autodenuncia y 

Planes de Reparación y, por consiguiente, no podrán tenerse por satisfechos los criterios de eficacia e 

integridad necesarios para su aprobación. 

 

2.1. Sociedad Pacífico del Sur SpA. no reconoce – ni descarta – todos los posibles efectos de TODAS 

las infracciones cometidas: 

Resulta evidente, del análisis del contenido del Programa de Cumplimiento, que la sociedad Pacífico del 

Sur SpA. incorporó antecedentes – del todo insuficientes, como se desarrollará – que reconocen 

acotados efectos ambientales únicamente respecto de la Infracción del número 4 de la formulación de 

cargos que ha dado inicio al presente procedimiento sancionatorio; esto es, únicamente para la 

infracción consistente en “Realizar disposición de aguas de contacto y sedimentos de relave fuera de la 

cubeta del depósito Doña Rosa, en un área no autorizada.”. 

 

En efecto, basta con revisar los anexos acompañados por la infractora a la presentación de su Programa 

de Cumplimiento Refundido para advertir lo previamente señalado. Así, en la carpeta de anexos, que 

contiene una sub-carpeta por cada una de las infracciones imputadas (carpetas A.1., A.2., A.3. y A.4.), 

existe tan solo un documento que se refiere a los efectos de la infracción que forma parte de la 

formulación de cargos: Corresponde al documento A.4.2. que se refiere únicamente a acotados efectos 

de la infracción número 4 de la formulación de cargos. 

 



Lo anterior, sin lugar a dudas ha de conducir al rechazo del Programa de Cumplimiento presentado por 

Minera Pacífico del Sur SpA., en tanto la normativa citada previamente exige que la titular identifique y 

se haga cargo (o descarte fundadamente) los efectos negativos de TODAS las infracciones que formen 

parte de la respectiva formulación de cargos. En la especie, dado que la titular únicamente ha descrito 

(parciales) efectos de una de las 4 infracciones imputadas por esta Superintendencia de Medio 

Ambiente, resulta evidente que no se han satisfecho ni los requisitos de las letras a) y b) del artículo 7 

del Reglamento sobre Programas de Cumplimiento, Autodenuncia y Planes de Reparación ni, mucho 

menos, los criterios de Integridad y Eficacia del artículo 9 del mismo texto reglamentario. 

 

Por ejemplo, para el caso de la infracción número 2, consistente en “Operación deficiente del transporte 

y posterior disposición de los relaves del proyecto desde la Planta de Espesados hacia el Depósito de 

Relaves doña Rosa”, esta Superintendencia constató “[…] el derrame al interior del canal, y que habría 

sido arrastrado hacia el Estero San Antonio, lo que se pudo observar en la coloración plomiza adquirida 

por el agua superficial y la presencia de sedimentos en la totalidad del recorrido del canal y cauce, desde 

el punto donde ingresó relave a la canalización hasta la descarga en el estero, en que se apreció una 

pluma de dispersión de sedimento de relave con una extensión aproximada de 30 metros aguas abajo.” 

 

Al respecto, no existe análisis alguno en el Programa de Cumplimiento presentado por Minera Pacífico 

del Sur SpA., que identifique y se haga cargo de los efectos o impactos ambientales de la referida 

infracción; omisión del todo intolerable si consideramos que, según se establece en la Formulación de 

Cargos y en los demás antecedentes que obran en el expediente, los hechos constitutivos de la referida 

infracción – y sus efectos – se extendieron por más de dos años12. 

 

Así, a la luz de las exigencias de la Ley Orgánica de la Superintendencia del Medio Ambiente y del 

Reglamento sobre Programas de Cumplimiento, Autodenuncias y Planes de Reparación, resultaba del 

todo obligatorio que el Programa de Cumplimiento presentado por Minera Pacífico del Sur SpA. 

describiera y se hiciera cargo (o descartara fundadamente, en su caso) de los efectos de tan prolongada 

exposición del área de influencia del proyecto a contaminantes provenientes desde el Relave doña 

Rosa; en particular, sobre la calidad de las aguas, flora y fauna del área de influencia posiblemente 

afectada, afectación a la salud por consumo humano de agua y afectación de actividades económicas 

 
12 Ello, toda vez que las condiciones de deficiente transporte y depósito de los relaves, derrumbes de materia de 
relave al canal de contorno del Relave y su posterior afectación al Estero San Antonio, fueron constatadas en 
sucesivamente en los Informes de Actividades de Fiscalización del 13 y 15 de abril del año 2021; del 11 de agosto 
del año 2022 y del 16 de febrero de 2023. Por su parte, la respuesta del titular frente a estas infracciones, se 
produjo recién con posterioridad a la Formulación de Cargos en el presente procedimiento sancionatorio, esto 
es, con posterioridad al mes de diciembre del año 2023. 



productivas y/o de autosustentación (ganadería, por ejemplo) de los habitantes de las zonas aledañas 

al proyecto en cuestión. Sin embargo, nada de ello forma parte del Programa de Cumplimiento en 

comento; así, que habrá de ser rechazado es una conclusión ineludible e incuestionable. 

 

2.2. Los efectos descritos para la Infracción número 4. de la Formulación de Cargos, no agotan 

todos los efectos que la infracción pudo causar en el área de influencia del proyecto: 

 

Al revisar el “Informe de Efectos” contenido en el ya referido anexo A.4.2. del Programa de 

Cumplimiento Refundido presentado por Minera Pacífico del Sur SpA., se advierte con nitidez que 

únicamente ha “reconocido” – intentando limitar su significancia – efectos sobre la calidad de aguas 

del área de influencia del Depósito de Relaves doña Rosa.  

 

Ahora, si bien los efectos sobre la calidad de aguas del área producidos por la infracción son parte de 

aquellos que obligatoriamente ha de describir y hacerse cargo Minera Pacífico del Sur SpA. si quiere 

que su Programa de Cumplimiento sea aprobado; lo cierto es que en caso alguno resulta ajustado a los 

criterios de integridad y eficacia que, de un modo absolutamente arbitrario, se omita todo análisis 

respecto de los demás efectos o impactos ambientales que, de un modo absolutamente previsible, la 

infracción pudo causar. Con mayor razón si, como consta en el expediente sancionatorio, la infracción 

en comento se mantuvo por más de 3 años, proyectando sus impactos ambientales en su área de 

influencia. 

 

Así, resulta del todo contrario a los criterios de integridad y eficacia que el Programa de Cumplimiento 

no contenga análisis alguno respecto de los efectos de la infracción sobre: a) Biodiversidad del área en 

que se proyectaron o extendieron los efectos de la infracción; b) el impacto específico sobre ecosistema 

de humedal afectado, con énfasis en el valor ambiental y ecológico de dichos ecosistemas; c) el impacto 

sobre el Bosque Nativo del área afectada por la infracción; d) posibles efectos sobre la salud de la 

población y calidad de vida de las comunidades aledañas; e) afectación de actividades económicas y de 

subsistencia de los habitantes locales; entre otros. 

 

Siendo tales las deficiencias del Programa de Cumplimiento presentado por la infractora, ciertamente 

que no pueden tenerse por satisfechos los criterios de integridad y eficacia necesarios para su 

aprobación; no pudiendo esta Superintendencia más que disponer su rechazo y la continuación del 

presente procedimiento sancionatorio. 



2.3. El Programa de Cumplimiento ha de ser rechazado, dado que omite todo análisis de los 

impactos o efectos acumulativos y/o sinérgicos de la presente infracción y el deterioro 

ambiental causado por la ilegal operación del Tranque de Relaves Confluencia, parte de la 

misma unidad fiscalizable: 

 

Además de lo ya señalado, no podemos dejar de advertir que, para poder satisfacer los criterios de 

integridad y eficacia necesarios para la aprobación de un Programa de Cumplimiento, en el caso 

concreto resulta ineludible analizar los efectos de las infracciones imputadas a Minera Pacífico del Sur 

SpA. en un contexto de grave deterioro o daño ambiental del área de influencia de la unidad fiscalizable, 

Yacimiento Minero El Toqui.  

 

Estado de gravísimo deterioro ambiental, constatado en Procedimiento Sancionatorio ROL F-057-2015 

sustanciado a propósito de las ilegalidades cometidas en la operación del Tranque de Relaves 

Confluencia y respecto del cual Minera Pacífico del Sur SpA. a la fecha mantiene incumplido 

Requerimiento de Ingreso al SEIA efectuado por esta Superintendencia del Medio Ambiente, sin que a 

la fecha se hayan adoptado medidas tendientes a mitigar, reducir o eliminar los graves impactos 

ambientales causados. A dicha grave situación de deterioro ambiental, hoy se agregan (en acumulación 

o sinergia) los efectos o impactos ambientales de las infracciones que forman parte del presente 

procedimiento sancionatorio. 

 

Sin duda, un Programa de Cumplimiento que ha omitido toda referencia al grave estado de deterioro 

ambiental que presenta al área de influencia del Depósito de Relaves doña Rosa, no puede sino ser 

rechazado.  

 

POR TANTO,  

 

SOLICITAMOS A UD., rechazar el Programa de Cumplimiento refundido presentado por Minera Pacífico 

del Sur SpA. con fecha 9 de mayo de 2024 (folio 16) y, en definitiva, continuar el procedimiento 

administrativo sancionador respecto del Depósito de Relaves doña Rosa, dictando resolución 

sancionatoria.  

 

 

 

 



SEGUNDO OTROSÍ: SOLICITAMOS A ESTA SUPERINTENDENCIA DEL MEDIO AMBIENTE, tener por 

acompañados los siguientes documentos:  

 

1. Copia simple de los Estatutos de Corporación Privada Para el Desarrollo de Aysén.  

2. Copia simple certificado de directorio de Corporación Privada Para el Desarrollo de Aysén.  

3. Copia simple certificado de vigencia de persona jurídica sin fines de lucro de Corporación 

Privada Para el Desarrollo de Aysén.  

4. Copia de Resolución Exenta número 787 del 29 de junio de 2018, dictada por esta 

Superintendencia en procedimiento sancionatorio ROL F-057-2015. 

5. Copia de Resolución Exenta número 741 del 7 de mayo de 2020, dictada por esta 

Superintendencia en procedimiento administrativo ROL REQ-010-2018. 

 

POR TANTO,  

 

SOLICITAMOS A ESTA SUPERINTENDENCIA DE MEDIO AMBIENTE, tenerlos por acompañados. 

 

 

 

TERCER OTROSÍ: SOLICITO A ESTA SUPERINTENDENCIA DEL MEDIO AMBIENTE, para efectos de 

notificación, tener presente el siguiente correo electrónico: . 

 

POR TANTO,  

 

SOLICITO A ESTA SUPERINTENDENCIA DEL MEDIO AMBIENTE, tenerlo presente. 

    

 

 

  

 

______________________________ 
Erwin Sandoval Gallardo  

C.N.I. n°   
Presidente  

Corporación Privada para el Desarrollo de Aysén 
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